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RESUMEN

El presente artículo pretende esclarecer el rol del contador público en el interior

del proceso penal, frente al estadio de conocimiento denominado «más allá de

toda duda razonable», presupuesto del proceso penal para el juzgamiento, y
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donde la investigación se centra en su actividad como profesional encaminada

al esclarecimiento de los hechos. A nivel metodológico es una investigación de

tipo documental, con técnicas de análisis crítico del tema de estudio, para final-

mente compilar la información a través de resumen analítico, basado en la

experiencia. A nivel de reflexión final, el estudio evidenció que el contador

público en el proceso penal tiene diferentes roles, porque puede actuar como

perito, como parte o tercero, y frente a cada uno de ellos, el profesional contable

deberá aportar el material probatorio, tendiente al esclarecimiento de los he-

chos; para ello las Normas  Internacionales de Auditoría (NIA) contemplan

técnicas –propias de su campo disciplinar– que servirán en la recolección de la

evidencia que se exige en el proceso penal, para que el juez de la causa pueda

proferir una sentencia condenatoria o, en su defecto, absolutoria.

Palabras clave: contador público, proceso penal, duda razonable, carga procesal.

ABSTRACT

This article expect to clarify the public accountant role inside the penal process,

facing the knowledge issue denominated “Beyond all reasonable doubt”,

estimate of the penal process for judgement, and the research is focused in the
activity like a professional focuses to clarify of the facts. To methodological

level, it is a documentary research, with some techniques of critical analysis of

the study issue, and finally to collect the information through of the analytical

summary, based on the experience. As a final consideration , the study shows

that the public accountant has several roles in the penal process, because it can

perform like an expert, as a part of penal process, or mediator, and in front of

them, the accounting professional will contribute to the supporting evidence,

focusing in issues clarifying therefore the International Audit Rules (IAR), take

into account techniques, typical of disciplinary field-, that it will serve in the

evidence compilation that the penal process requires, for  the judge can utter a

sentence of the condemnatory position, otherwise absolute.

Key words: public accountant, penal process, reasonable doubt, procedural

matter.

INTRODUCCIÓN

El proceso penal anglosajón se fortaleció con la creciente participación del de-
fensor, la imparcialidad del juez, las técnicas de litigación, y especialmente que
la condena emitida no fuera errónea; lo anterior generó el camino fértil para el
desarrollo del denominado estándar de la duda razonable (Carnevali  &
Castillo, 2011).
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Superados los estadios previos de la inferencia razonable, y la probabilidad de
verdad, el estándar hace relación al estado mental de certeza, resultado de la
valoración de la evidencia legalmente recolectada, y de la prueba practicada
en el juicio oral con el lleno de garantías, que le permiten al juez de la causa,
tras superar la duda, manifestar que la conducta típica se realizó, y el acusado
fue quien participó en él (Suárez, J. L., 2014).

En caso contrario, como «quiera que el proceso penal es un instrumento crea-
do por el Derecho para juzgar, no necesariamente para condenar», de no
lograrse tal finalidad, se impone la absolución al acusado, en virtud de la pre-
sunción de inocencia, en razón a que mientras exista la duda razonable, sobre
la autoría de la conducta y la responsabilidad del acusado, se impone la aplica-
ción del in dubio pro reo, como garantía universal  (Corte Constitucional, Sen-
tencia C-782 de 2005).

Desde la perspectiva eclesiástica y laica, Nogueira argumenta que:

La presunción de inocencia constituye el estado jurídico de una per-
sona que se encuentra imputada, debiendo orientar la actuación del
tribunal competente, independiente e imparcial preestablecido por
ley, mientras tal presunción no se pierda o destruya por la formación
de la convicción del órgano jurisdiccional a través de la prueba obje-
tiva, sobre la participación culpable del imputado o acusado en los
hechos constitutivos de delito, ya sea como autor, cómplice o encu-
bridor, condenándolo por ello a través de una sentencia firme funda-
da, congruente y ajustada a las fuentes del derecho vigente (Nogueira,
2005, p. 230).

De lo anterior se infiere que toda persona sindicada de haber cometido una
conducta punible debe ser considerada como inocente; pues «la exigencia
de que exista prueba de la responsabilidad penal del acusado, más allá de
toda duda, es un requisito implícito de la presunción de inocencia como
regla de juicio, que conduce a la absolución cuando exista duda, toda vez,
que en caso se presentar, esta debe ser resuelta a favor del procesado»
(Bustamante, 2010).

En este orden de ideas, el presente estudio busca esclarecer el rol del contador
público en el interior del proceso penal, frente a ese estándar, advirtiéndose
desde ya que variará dependiendo de la situación en se encuentre, porque si
actúa como parte –presunto victimario–, le asiste un interés en las resultas del
proceso, pero si actúa como auxiliar de la justicia –perito–, el interés es el de
aportar sus conocimientos especializados en materia contable en el interior del
proceso; situación similar se presenta cuando actúa como tercero –testigo
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técnico–, pues su labor se limita a narrar los hechos de que tenga conocimien-
to, relacionados con el tema de prueba. Puede que su intervención sea poca,
cuando exista una conciliación previa como mecanismo de solución de conflic-
tos (Torres, 2017); pero debe estar preparado con sus evidencias para afrontar
lo que requiere el proceso.

Frente a estas variables, el profesional contable deberá entonces contar con
herramientas, no solo jurídicas, sino demostrativas, en el evento de que su
inocencia se encuentre en entre dicho, o en su defecto, deba aportar evidencia
como tercero, donde se requiera de su especial conocimiento, a través de las
auditorías forense, financiera, ambiental, tributaria, de gestión o de sistemas,
entre otras.

ESTRATEGIA METODOLÓGICA

La investigación realizada es de tipo documental, de carácter descriptivo y
explicativo, efectuada con un enfoque propositivo social e interdisciplinario.
Desde su estructura, hace claridad de los roles el contador público en el inte-
rior del proceso, y los diferentes términos procesales utilizados en el vocabu-
lario jurídico, para finalmente exponer el proceso de profesional en la
consecución de evidencia: planeación, ejecución e informe, bajo las Normas
Internacionales de Auditoría.

RESULTADOS

1. Roles del Contador Público en el Sistema Procesal Colombiano

El sistema procesal de tendencia acusatoria aplicable en Colombia tiene pre-
visto que la actuación se desarrolla en dos etapas: la investigación y el
juzgamiento. La primera se destina a la recopilación del material probatorio e
inicia formalmente cuando «se pueda inferir razonablemente» que el imputa-
do es autor o partícipe del delito que se investiga (Ley 906 de 2004, art.287);
frente a este delito se destaca que se generó un daño a la sociedad  y que, por
ende, afecta a los individuos, más aún cuando en materia económica las nor-
mas penales están presentes en momentos en que la globalización convierte al
planeta en la aldea global (Huertas, Leyva, Lugo, Perdomo y Silvero, 2016). La
segunda etapa comienza con la presentación del escrito de acusación, esto es,
cuando la Fiscalía considera que de los elementos materiales probatorios, la
evidencia física o la información legalmente obtenida, puede afirmar, «con
probabilidad de verdad», que la conducta delictiva existió (Ley 906 de 2004,
art. 336).
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Luego entonces, el Estado, a través de la Fiscalía, deberá avanzar en el estadio
del conocimiento, y convencer al juez de conocimiento, «más allá de toda duda
razonable», acerca de la existencia del delito y de la responsabilidad penal,
fundado en las pruebas legalmente incorporadas, y debatidas en el juicio oral
(Ley 906 de 2004, art. 381), para lograr una sentencia de carácter condenatorio.

El debido proceso es un concepto que involucra el bloque de constitucionalidad,
que conlleva el respeto de los derechos fundamentales de todos los
intervinientes, donde la participación del contador en el proceso penal, exige
un mínimo de preparación porque dependiendo del rol que desempeñe, sur-
gen diferentes deberes, obligaciones y cargas procesales y probatorias.

Fuente: Los autores.

Figura 1. Estadios del conocimiento

Fuente: Los autores.

Figura 2. Rol del contador público.

1.1. El Contador como parte: Gracias a su especial conocimiento,
experticia e idoneidad, el contador es garante de la Fe Pública, ra-
zón por la cual puede verse inmerso en situaciones que pueden com-
prometer su responsabilidad (victimario) o en su defecto ser víctima
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de conductas punibles; en el primer evento, la presunción de inocen-
cia y el derecho a la defensa se encuentran presentes en todo mo-
mento (Ley 906 de 2004, artículos 7 y 8), hasta que quede en firme el
respectivo proceso penal, mientras que en el segundo, el Estado ga-
rantizará su acceso a la administración de justicia  (Ley 906 de 2004,
artículo 11).

La presunción de inocencia es una garantía universal que goza de respaldo in-
ternacional en la Declaración Universal de los Derechos Humanos1, en la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos2  y en el Estatuto de Roma de la
Corte Penal Internacional3, a los cuales se ha adherido el Estado colombiano, al
punto que está obligado a reparar por los daños antijurídicos que ocasione a las
personas con ocasión de la privación de su libertad; situación que se genera por
contraponerse al bien común, e ir en su contra, lo que encuentra su manifesta-
ción primaria en la seguridad, en el orden mínimo efectivo que es preciso para la
convivencia con arreglo al orden jurídico (Parejo, 2016).

En este sentido, y en el evento que la Fe Pública se encuentre en discusión,
como consecuencia de sus conductas, el contador goza de un reconocimiento
especial, desde los albores de la indagación hasta la sentencia en firme que
ponga fin al proceso (Constitución Política, art. 29).

Por su parte, el derecho a la defensa, le permite al contador una serie de ga-
rantías generales y especiales de carácter procesal, como el derecho a contro-
vertir los elementos de juicio que allegue la Fiscalía para cuestionar su inocencia,
en igualdad de armas, la disponibilidad de controlar la prueba de cargo, y de
contraprobar los hechos que atenúen o excluyan su responsabilidad, además
de ser considerado también una garantía universal y un derecho fundamental
(Corte Constitucional, Sentencia C-025 de 20094).

1 DECLARACIÓN UNIVERSAL DE LOS DERECHOS HUMANOS, artículo 11. «Toda per-
sona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se
pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se hayan asegu-
rado todas las garantías necesarias para su defensa».

2 CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS, artículo 8. Garantías
judiciales. «… 2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su
inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad….».

3 ESTATUTO DE ROMA de la Corte Penal Internacional, artículo 66. Presunción de ino-
cencia. «1. Se presumirá que toda persona es inocente mientras no se pruebe su culpabi-
lidad ante la Corte de conformidad con el derecho aplicable. 2. Incumbirá al Fiscal
probar la culpabilidad del acusado. 3. Para dictar sentencia condenatoria, la Corte debe-
rá estar convencida de la culpabilidad del acusado más allá de toda duda razonable».

4 Así lo ha reconocido la Corte Constitucional al sostener que el derecho a la defensa
goza de especial reconocimiento en los distintos tratados de derechos humanos que lo
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Desde otra arista, en el evento que el contador sea el sujeto pasivo del injus-
to, el Estado le reconoce tal condición, independientemente de que se iden-
tifique, aprehenda, enjuicie o condene al autor, y de manera consecuente la
Fiscalía General de la Nación deberá adoptar las medidas necesarias para su
atención, seguridad personal y familiar, así como de su protección, frente a
toda publicidad que implique un ataque indebido a su vida privada o digni-
dad (Ley 906 de 2004, artículos 132 y 133). Por ende, como titulares de los
derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación de los perjuicios, también
gozan de especial protección por parte del Estado (Corte Constitucional, Sen-
tencia C-516 de 2007).

1.2. El contador como tercero: Si se trata de verificar hechos que requie-
ran de conocimientos especiales, relacionados con los hechos deba-
tidos, la intervención del contador es fundamental, porque él es la
persona que influirá en la mente del fallador para adoptar la deci-
sión que en derecho corresponda, constituyéndose en un órgano de
la prueba necesario en la aproximación de la verdad (Caro, Hernán-
dez, Cossio y Flórez, 2015).

En el evento que actúe como perito, el juez valorará su conocimiento, tendrá
en cuenta su «idoneidad técnica, científica y moral, la claridad y exactitud de
sus respuestas, su comportamiento al responder, el grado de aceptación de los
principios científicos, técnicos o artísticos en que se apoya el perito, y los ins-
trumentos utilizados y la consistencia del conjunto de respuestas» (Ley 906 de
2004, artículos 405-422).

Pero si su actuación en el interior del proceso es como un tercero, obrará bajo
las reglas del testimonio establecidas por el sistema penal, y bajo la gravedad
de juramento, esto es, que además del deber de comparecer, de sinceridad y
de narrar los hechos que interesen al juicio, so pena de exponerse a la conduc-
ción a la sede de audiencia, o a las respectivas sanciones por declarar hechos
contrarios a la realidad, para la valoración de su declaración «el juez de la
causa tendrá en cuenta los principios técnico científicos sobre la percepción y la
memoria.»

«Estos principios los tendrá en cuenta el juez en lo relativo a la naturaleza del
objeto percibido, al estado de sanidad del sentido o sentidos por los cuales se

reconocen, tales como «el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y con la
Convención Americana de Derechos Humanos, incorporados a nuestro ordenamiento
interno a través de las Leyes 74 de 1968 y 16 de 1972, respectivamente, los cuales a su vez
forman parte del Bloque de Constitucionalidad por mandato expreso del artículo 93 de
la Constitución Política».
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tuvo la percepción, las circunstancias de lugar, tiempo y modo en que se perci-
bió, los procesos de rememoración, el comportamiento del testigo durante el
interrogatorio y el contrainterrogatorio, la forma de sus respuestas y su per-
sonalidad» (Ley 906 de 2004, artículos 383-404).  Lo anterior se genera sin
violar el derecho de defensa y/o audiencia del investigado con alguna acción
u omisión que detengan o impidan el ejercicio de una defensa seria, oportuna,
real o material y técnica (Mondragón, 2015).

Es necesario resaltar que dentro de las garantías que cobijan al procesado –que
para la investigación es el contador público–, se establece el principio de con-
gruencia, que es legislado por la Ley 906 de 2004, y que Valderrama (2016) lo
concibe  como

(…) un factor fundamental para la eficacia y respeto del derecho al
debido proceso y la defensa. Así, dentro del Sistema Penal Acusato-
rio colombiano, este principio se comprende como la relación existen-
te entre la acusación que realiza la fiscalía y la sentencia que dicta el
juez de conocimiento, con ocasión que la sentencia no sea consecuen-
te con la acusación, esta sería violatoria del principio en comento y
por ende vulneradora del debido proceso (p. 176).

2. Léxico jurídico

Para esclarecer el rol del contador público en el interior del proceso penal, se
deben diferenciar en el mismo sentido tres términos procesales aceptados por
la doctrina y la jurisprudencia, los cuales en ocasiones se utilizan como sinóni-
mos, pero que se refieren a conductas diferentes; ellas son: los deberes, las
obligaciones y las cargas procesales.

2.1. Los deberes procesales  son imperativos, impuestos por el Estado a los
intervinientes en el proceso penal, considerados de orden público, y
de obligatorio cumplimiento, y en caso de incumplimiento, acarrea-
rá las sanciones de ley.  Estos pueden ser generales y/o especiales,
dependiendo del rol que se desempeñe en el interior del proceso.

Mientras  que los generales son de raigambre constitucional (Constitución Po-
lítica, art. 228), pues el acceso a la administración de justicia comporta una
serie de deberes, los cuales «deberán ser observados con diligencia y su in-
cumplimiento será sancionado» (Corte constitucional, Sentencia C-203 de 2011),
los especiales se ciñen a su comportamiento procesal, el cual debe ir orientado
a evitar las maniobras dilatorias que perjudiquen las partes o lesionen la admi-
nistración de justicia (Ley 906 de 2004, art. 139). Los generales son comunes a
todos los servidores públicos en el ámbito de sus competencias.
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Luego entonces, en la medida que el contador funja como auxiliar de la justicia
(perito), deberá resolver los asuntos sometidos a su consideración dentro de
los términos previstos en la ley, y con sujeción a los principios y garantías que
orientan el ejercicio de la función jurisdiccional, esto es, realizar personalmen-
te las tareas confiadas, y guardar la reserva sobre los asuntos a su cargo (Ley
906 de 2004, art. 138).

Plazas, Hernández y Flórez (2017) explican como en esta experticia de auxiliar
de justicia el contador público deberá recolectar una

(…) evidencia amplia, suficiente y competente, que sirva como medio
de prueba para los diferentes grupos de interés (Stakeholders) y en el
caso específico en el que se presuman conductas delictivas que hayan
afectado el patrimonio económico de una persona natural o jurídica y,
si es el caso en su encargo, que las pruebas obtenidas pueden ayudar a
establecer la responsabilidad penal en un proceso judicial (p. 47).

Obrar en sentido contrario, esto es, sin fundamento legal, o pronunciarse de
manera contraria a la realidad con el fin de entorpecer el desarrollo normal de
la actuación procesal, es considerada una conducta temeraria, o de mala fe
(Ley 906 de 2004, art.141), y se verá expuesto a las consecuencias de ley, que
pueden ir desde la simple amonestación hasta la compulsa de copias para que
se investigue la presunta falta disciplinaria o penal en que pudo incurrir5.

2.2.  Las obligaciones procesales tienen mayor aplicación en el derecho pri-
vado, porque en materia penal, el servicio que presta la administra-
ción de justicia es de carácter gratuito (Ley 906 de 2004, art. 13).

No obstante, si el contador presta sus servicios de manera particular a la de-
fensa, el servicio puede ser remunerado, evento en el cual se aconseja la sus-
cripción de un contrato de prestación de servicios profesionales, donde se
consignarán los deberes y obligaciones de las partes, para, de una parte, pre-
caver un eventual conflicto y, de otra, se constituya una obligación clara, ex-
presa y exigible (Corte constitucional, Sentencia T-747 de 2013), y finalmente
pueda ser reclamado por la vía ejecutiva, en el evento de incumplimiento.

Lo anterior confirma que es un concepto que tiene mayor aplicación en el dere-
cho privado, porque la obligación nace del proceso o como consecuencia de
este, es de contenido patrimonial y es exigible por la vía ejecutiva.

5 Para profundizar sobre los deberes procesales, se pueden consultar los artículos 125,
138, 139, 140 y 142 de la Ley 906 de 2004, donde se consagran los deberes y atribuciones
especiales de todos los intervinientes en el proceso penal, verbi gracia, para la defensa;
los servidores públicos, los jueces y la Fiscalía General de la Nación en el proceso penal.
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2.3. Las cargas procesales se analiza en conjunto con la carga de la prueba,
por ser una derivación de la primera, en el evento que el contador
como justiciable tenga que enfrentarse como sujeto procesal al
estándar denominado «más allá de toda duda razonable».

La carga procesal y de la prueba han venido siendo decantadas por la doctrina
del derecho privado, al punto que existe unanimidad para afirmar que la pri-
mera se refiera a conductas de realización facultativa, cuya omisión ubica a la
parte en riesgo de soportar una consecuencia jurídica de tipo desfavorable,
mientras que la segunda le indica a la parte qué hechos le interesa demostrar
en el interior del proceso, para evitar consecuencias desfavorables.

Su importancia radica, entonces, en que le indica a la parte cómo debe compor-
tarse en el proceso, y qué le interesa demostrar; en este sentido, eleva los
niveles de certeza, ahorra recursos y solo cede, cuando los hechos han resulta-
do probados en el interior del proceso (Pérez, 2012); por ende, busca que el
juez pueda dictar una sentencia de fondo cuando esté ante hechos que no han
sido suficientemente probados, para evitar fallos inhibitorios.

Sobre la carga de la prueba se han propuesto diversos criterios para su distribu-
ción (Devis, 1984), de los cuales el más aceptado –en derecho privado– es el que
incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el
efecto que ellas persiguen, sin importar su posición procesal (Decreto 1400 de
1970, art.177), y de manera reciente, la denominada «carga dinámica de la prue-
ba», según la cual esta recaerá sobre la parte que se encuentre en mejores condi-
ciones para producirla (Peyrano, 2008). Esta teoría fue positivizada oficialmente
en el año 2012 mediante la Ley 1564 del mismo año, conocida como Código
General del Proceso, donde el juez, de oficio o a petición de parte, puede distri-
buirla en cualquier momento del proceso antes de fallar.

En este orden de ideas, el derecho procesal tiene a su disposición un conjunto
de reglas con las que se pretende llegar a una sentencia que ponga fin a un
litigio y al mismo tiempo  es  herramienta a través de la cual los ciudadanos
resuelven sus controversias y, además, consiguen la satisfacción plena y mate-
rial de sus derechos sustanciales (Quintero, 2015); lo anterior ocasiona que el
contador público utilice esta herramienta para su debida  y correcta defensa.

En este sentido, considera la legislación procesal civil que está en mejor posi-
ción para probar la parte, en virtud de su cercanía con el material probatorio,
quien tenga en su poder el objeto de prueba por circunstancias técnicas espe-
ciales, por haber intervenido directamente en los hechos que dieron lugar al
litigio, por el estado de indefensión o de incapacidad en el cual se encuentre la
contraparte, entre otras circunstancias similares (Ley 1564 de 2014, art. 167).
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Desde el punto de vista penal, la carga de la prueba acerca de la responsabili-
dad se centra en el órgano de persecución penal (Constitución Política de Co-
lombia de 1991, art. 250), y en el evento que no logre convencer al juez de
conocimiento acerca de la materialidad y responsabilidad penal del acusado,
la duda se resolverá a su favor, en aplicación del indubio pro reo.

Fuente: Los autores.

Figura 3. Términos procesales.

En los casos en los que después de practicarse la prueba el juez no ha alcanza-
do el convencimiento suficiente para dictar una sentencia de carácter condena-
torio, se impone aplicar la presunción de inocencia como regla de juicio (Rúa,
M. M. B. 2010); es decir, que mientras exista una duda razonable sobre la
autoría del delito y la responsabilidad del sindicado, este deberá ser absuelto.
Lo anterior, en virtud de que el proceso penal también cumple su finalidad
constitucional cuando se absuelve a un acusado.

En la jurisprudencia penal también ha venido cobrando fuerza el concepto del
derecho privado relativo a la aplicación de la carga dinámica de la prueba,
para desplazar la carga de la prueba de la Fiscalía a la defensa, en contravía de
la prohibición de su inversión que reforzó la garantía universal de la presunción
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de inocencia (Ley 906 de 2004, arts. 7, 125), abriendo una serie de discusiones
que en no pocas ocasiones ponen en entredicho las garantías procesales de la
defensa en el interior del proceso (Espitia, N. R. C., 2013).

Esta discusión queda abierta e invita a la reflexión, porque no se puede olvidar
que los derechos fundamentales son una conquista que se debe mantener y
preservar, constituyéndose en límite contra los abusos del Estado frente a un
sistema penal que pretende ser eficiente a toda costa.

3. Consecución de evidencia bajo las Normas Internacionales de Auditoría

Recordemos que para llegar al estándar denominado «más allá de toda duda
razonable» los medios de prueba, elementos materiales probatorios y evidencia
física, recopilados en el proceso penal se apreciarán en conjunto, teniendo en
cuenta el criterio técnico científico que los conforma (Ley 906 de 2004, art. 380).

Tabla 1. Criterios de apreciación de la prueba.

Fuente: Información basada en el Código de Procedimiento Penal. Adaptada por los autores.



Ludivia Hernández Aros, Néstor Raúl Caro, Rodrigo Plazas Estepa
161

Artículo en colaboración

Frente a estos aspectos, la evidencia que debe presentar el contador públi-
co como parte o tercero se debe fundamentar en aspectos propios de su
labor en el campo de la auditoría, bajo aspectos reglamentarios de las Nor-
mas Internacionales de Auditoría  (NIA), que en la actualidad las contem-
pla en el caso de Colombia, el Decreto 2420 de diciembre de 2015, por
medio del cual el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo expidió el
Decreto Único Reglamentario de las Normas de Contabilidad, de Informa-
ción Financiera y de Aseguramiento de la Información y dictó otras dispo-
siciones así:

Tabla 2. Resumen del proceso de auditoría-NIA para la consecución de la
evidencia.

Fuente: Información basada en la NIA y demás leyes. Adaptada y modificada por los
autores.
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Se parte del hecho de que la evidencia –papeles de trabajo– es el soporte para
elaborar un dictamen pericial a presentar ante el juez, donde el contador pú-
blico, en su actuar como auditor, lleva a cabo las etapas de planeación, ejecu-
ción e informe y en cada una de estas etapas se nutre la información recopilada,
que se convierte en pruebas a presentar dentro del proceso.

En la planeación se levantan las pruebas y evidencias necesarias para tipificar
el hecho de investigación, estableciendo el grado de daño causado a la empre-
sa; labor que el auditor desarrolla con la aplicación  de la NIA 240, 315, 330 y
520, entre otras, y lo relacionado con la cadena de custodia reglamentado en la
Ley 906 de 2004, artículos 254 y 266;   lo anterior está basado  en el uso de
técnicas y herramientas propias del campo del conocimiento para recopilar
pruebas físicas, testimoniales o periciales, según sea el caso, manifestadas  en
la Ley 906 de 2004, artículos 275, 284, 303, 404 y 434 (Flórez, Hernández &
Gallego, 2015).

Algunas pruebas, como evidencias físicas, que el contador puede presentar
son: estados financieros, hojas de trabajo, cédulas sumarias y analíticas, con-
tratos de trabajo, nóminas, bases de datos de la contabilidad, facturas (de
papel, electrónicas o por computador), firma digital, declaración juramentada,
declaración de carta física, un audio, video, archivos contables físicos y digitales,
certificaciones externas, extractos bancarios, entre otros, que sustenten  y sir-
van de prueba para dirimir dentro del proceso.

La anterior investigación no exime a nivel civil de que el contador público
pueda ser sancionado de acuerdo al tipo de daño que le ocasionó a la empresa;
un daño emergente como los gastos futuros que saldrán necesariamente del
patrimonio del afectado, y un lucro cesante cuando hay una pérdida de pers-
pectiva en cuanto al beneficio (Sarmiento, Medina y Plazas).

CONCLUSIONES

El rol del contador público es fundamental en el esclarecimiento de los hechos,
más aún cuando a nivel penal se parte de que toda duda sea aclarada ante el
juzgado  para establecer la veracidad o mendacidad de los hechos debatidos;  en
este escenario el contador público   puede actuar como victimario, víctima (re-
presentado por la Fiscalía General de la Nación) o como tercero (perito o testigo
técnico), dado el conocimiento específico que posee, y dependiendo de ello, sus
deberes, obligaciones y cargas procesales variarán en el interior del proceso.

A partir de este hecho, el conocimiento del contador en el interior del proceso
penal debe sujetarse a lo normatizado en la Ley 906 de 2004,  la Ley 1564 de
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2012, el Código del comercio, el Decreto 2420 de diciembre de 2015 y demás
leyes complementarias, que hacen que el procedimiento de auditoría ejecuta-
do por el contador público –planeación, ejecución, informe y monitoreo– sea
complementado bajo el estricto cumplimiento del debido proceso; en este or-
den ideas, el uso de técnicas y herramientas propias de su campo de conoci-
miento para recopilar pruebas físicas, testimoniales o periciales atenderá  en
todos sus aspectos a dichas normas.

En este contexto, el contador como parte –victimario o víctima– gozará de un
reconocimiento especial, desde los albores de la indagación hasta la sentencia
en firme que ponga fin al proceso. Como victimario tiene el derecho a la defen-
sa, con garantías generales y especiales de carácter procesal, con elementos de
juicio para defender su inocencia; como víctima, será una persona clave para
esclarecer los hechos con seguridad y atención por parte del Estado.

Como tercero, el contador actuará otorgando herramientas al juez, para que
pueda esclarecer el caso de juicio. Su actuación se realiza bajo la gravedad del
juramento y requiere que las evidencias obtenidas cumplan normas legales como
lo establecido en el código del comercio, el estatuto tributario, para la presenta-
ción de documentos internos y externos contables a nivel empresarial.  Estos
documentos contables representan evidencia suficiente y competente, pues sir-
ven de prueba frente al rol del contador público en el proceso penal, lo cual
implica cumplir con ciertas cargas demostrativas –si juez no ha alcanzado el
convencimiento suficiente para dictar una sentencia de carácter condenatorio, se
impone aplicar la presunción de inocencia–,  las cuales se contemplan en pruebas
testimoniales, prueba pericial y prueba documental; todas ellas como material
probatorio que demostrará la verdad de los hechos en controversia.

Finalmente, la valoración de los elementos personales y materiales de prueba
introducidos al proceso se hace en aplicación de los criterios técnico-científicos
que gobiernan cada medio de prueba, lo cual garantiza el cumplimiento del
estándar exigido por la legislación procesal penal para proferir sentencia.
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